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SALA SEGUNDA

EXCMOS. SEÑORES;

Don Franclsco Rubio Llorente

Don Antonio Truyo1 Serra

Don Eugenj-o Dlaz Eimil

Don Miguel- Rodrfguez-Piñero

y Bravo-Ferrer

Don José Luls de los Mozos

y de los Mozos

Don A1varo Rodrfguez Bereijo

0 02?7623

Recurso  núm. :  25L4 /89

ASUNTO: Recurso de amparo pro-

movido por don ,José Antonio

Parra Ramos.

SOBRE: Sentencia del Juzgado

de Instrucción nútm. 3 de

Badajoz de 10 de noviembre de

1989,  condenat ,or ia  en apefa-

ción por f alta de intrus j-smo.

La Sala ha examinado 1a pieza separada de suspensión

correspondj-ente aI recurso promovido por don ,José Antonio Parra

Ramos.

I .- ANTECEDENTES

1. El  16 de dic iernbre de 1989 se presentó en este Tr i -

bunal un escrito de doña Ma Isabel Dlaz Solano, Procuradora de

los Tribunales, quien, €D nombre y representación de don ,Iosé

Antonio Parra Ramos, interpone recurso de anparo contra l-a Sen-

tencia del Juzgado de Instrucción nr1m. 3 de Badajoz, que revocó

Ia de j-nstancia y condenó aI actor por f al-ta de intrusismo. Se

invocan los arts.  L4 y 28.L de Ia Const l tución.

2. La demanda se funda en 1os siguientes antecedentes:
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a) EI actor fue denunciado por el Delegado Provincial

del Colegio Oficial de Profesores y Licenciados de Educación

Ffs ica por  un supuesto del i to  de in t rus ismo,  aI  estar  e jerc j -en-

do Ia función de profesor de educación ffsica en la Escuela

Privada de Formación Profesional Virgen de Guadalupe, de

Badajoz,  s in  estar  co legiado,  no bastando para e l Io  su

t l tu lac ión de l icenciado.

b) La denuncia dio lugar a un juicio de falt,as en el

que recayó Sentencj-a absolutoria del Juzgado de Distr i t ,o núm. L

de  Bada joz  de  L4  de  j u l i o  de  1989 .

c) Formulada apelación por Ia part,e denunciante y por

el Ministerio Fiscal, fue revocada Ia Sentencia de lnstancia y

condenado el solicj-t,ante de amparo por una falta de intrusismo

a mul ta de 5.000 pts . ,  d l  est imar  obl - igator ia  Ia  co legiac ión

para el ejercicio de las funclones desempeñadas por el procesa-

do .

3. El recurrente consldera discrj-minatoria la obliga-

clón de colegiarse que eI art. 15 de1 Estatuto deI Colegrio Ofi-

c ia l  de Profesores y Licenciados de Educación Ffsica (que es

anterior a Ia Constitución) impone a los profesores y l icencia-

dos que trabajan en empresas de enseñanza privadas, ya que si-

multáneamente exj-me de la misma a quienes l-o hacen por cuenta

ajena en centros prlblicos de enseñanza. La aplicaclón aI actor

de dicho precepto estatutario por la Sentencia recurrida ha

significado, por tanto, una dj-scriminación contraria al art '. t4

cE.

Por otra parte, ld referida exigencia de colegiación

obllgatoria para un trabajador por cuenta ajena, como l-o es el

actor,  const i tuye una violación de1 art .  28.1 cE, ya que supone

Ia obligación de pertenencia a una institución determinada para

poder acceder a un puesto de trabaio por cuenta ajena. Segútn el

recurrente, las funciones de los Colegios Profesionales van

destinadas a los profesionales que ejercen su actividad de for-

ma l-ibre, rro a quienes optan por el- trabajo por cuent'a ajena,

como es su caso.



t

b@*

&ffie
TRI BUNAL

CONSTITUCIONAL

¿
U-
I

o
g¡=
o
o

E

o
e€

4

0 02216rr

Solicita l-a nulidad de Ia Sentencia recurrida y que se

reconozca su derecho a no colegiarse para ejercer sus funcio-

nes .

4.  Mediante prov idencia de 2 de abr i l  de 1990,  ld  Sec-

ción Tercera del Tribunal Const, i tucional acordó admitir a trá-

mite la demanda de amparo y sol icitar a los órganos judiciales

intervinientes en los autos cert, i f icación o copia adverada de

Ias actuaciones, asf como que practicasen los emplazamj-entos

que fueran procedentes.

Por providencia de igual fecha se acordó formar la pie-

za separada para la tramitación del incidente sobre la suspen-

sión del act,o impugnado, otorgando a la parte recurrente y al

Ministerio Fiscal un plazo común de tres dfas para formular

a legaciones.

5. Mediante escr i to present,ado eI  20 de abr i l  de 1990,

eI recurrente adujo que su solicitud de suspensión no se debfa

a que se negase a abonar la mult,a impuesta, Di siquiera a evi-

tar que se 1e creen problemas irreparables. Su just,if icación

consist,e en que la suspensión supondrla un posible freno para

que el Colegio implicado no se decidiese a interponer reit,era-

das denuncias por intrusismo mi-entras se tramita el- presente

recurso. De 1o contrar lo se ocasionarfa un per ju ic io tanto

para eI actor, que se verla asf coaccionado a colegiarse cuando

1o que lmpugna es la constitucionalidad de semejante obliga-

ción, como para este Tribunal, ante eI que se verfa obligado a
j-nterponer suceslvos recursos fundados en la misma causa. La

suspensión darfa lugar en cambio, a que se paral-izasen los po-

sibles procedimientos inst,ados en virtud del precepto que se

cuest iona.

Asimismo se vulnerarfa el principio de seguridad jurf-

dica, puesto que sj- se estimase la inconstitucionalidad de1

art .  15 del  Estatuto del  Colegio Of ic ia l  de Profesores de Edu-

cación Ffsi-ca, rro tendrfan validez las Sentencias que 1o hubie-

sen aplicado, las cuales habfan vulnerado el principio de jus
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t ic ia efect lva,  dI  estar éstas basadas en disposic iones contra-

r ias a los pr incipios const i tucionales.

6.  El  Minister io Fiscal  est ima eü€, en apl icación de la
jurisprudencia de este Tribunal sobre el interés en el cumpli-

miento de las resoluciones judiciales, salvo que el anparo pu-

diese perder su finalidad, debe denegarse la suspensión solici-

tada.

I I . -  FUNDAMENTOS JURIDICOS

Unico. EI art fculo 56.L de 1a Ley Orgánica del  Tr ibunal

Constitucional- contempla Ia posibil idad de suspender la ejecu-

ción de 1a resolución impugnada cuando la misma hubiere de cau-

sar un perjuicio que privase aI amparo su finalidad, siempre

que de la suspensión no pueda seguirse perturbaclón grave de

los intereses generales o de los derechos fundamentales o l i-

bertades públicas de un tercero.

En eI  caso presente,  la ejecución de la resolución ju-

dicial que se impugna, gu€ impone una pena de multa de 5.000

pts. ,  no supone ni  per ju ic io grave para el-  recurrente ni  pr iva

aI amparo de su finalidad, puesto que Ia estimación del presen-

te recurso supondrfa l-a nulidad de dicha resolución y el- rein-

tegro de La citada cantidad.

Por contra,  como recuerda el-  Minister io Fiscal ,  este

Tribunal ha reiterado con frecuencia el interés general presen-

te en el cumplimiento de l-as resoluciones judiciales, por mucho

que se dicten en aplicación de normas que son cuestionadas por

gUienes recurren ante este Tribunal, puesto que las mismas

cuentan con presunción de validez hasta tanto este Tribunal u

otros, €rI su caso, rlo declarasen Ia invalldez que se postula de

e l las .
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Finalmente, los inconvenientes que el actor pone de ma-

nlflesto tanto para é1 como para los órganos judiciales y para

este Tribunalr d consecuencia de eventuales sucesivos procesos

cont,ra él mismo o contra otros ciudadanos como consecuencia de

la posible aplicación de Ia normativa cuya j-nconstitucj-onalidad

sostlene, rlo puede lJevar a Ia suspensión que se solicita,

puesto que son perjuicios hipot.éticos que no se derivan de la

ejecución de la resolución que é1 impugna, únicos que han de

tenerse presentes en un proceso constitucional de amparo.

En virtud de 1o expuesto, ld Sala

suspenslón de la ejecución de Ja resolución

acuerda denegar Ia

impugnada.

Madr id ,  d iec is i -e te de mayo de mil novecientos novent,a.

A.'n*^> -)


